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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 947/2023/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** ********* ********** 
AUTORIDAD DEMANDADA:

JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PENSIONES DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA AUTORIDAD
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de abril de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 947/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el veinte de septiembre de dos mil veintitrés, ********** ********** ********* **********, compareció por derecho propio a demandar la resolución tomada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, el diez de julio de dos mil veintitrés, la cual se le dio a conocer a través del oficio número DPE/3191/2023, de fecha veinticuatro de julio de dos mil veintitrés, mediante la cual, se niegan diversas peticiones formuladas por la parte actora.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. Por acuerdo de veintiséis de septiembre de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 12:00 doce horas del veintisiete de noviembre de dos mil veintitrés, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda, así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora así como las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción VIII, y 9º fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad estatal, particularmente porque se reclama una cuestión relativa a una pensión de carácter civil con cargo a la Dirección de Pensiones del Estado.
SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye la resolución tomada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, el diez de julio de dos mil veintitrés, mediante la cual, se niegan diversas peticiones formuladas por la parte actora, acto cuya existencia queda evidenciada con la documental visible a fojas 13 a 16 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

Ahora, la litis en este juicio se delimita en determinar la legalidad o ilegalidad de la determinación enunciada en el párrafo previo, sobre la base de los agravios que formula la actora, la refutación que de los conceptos de impugnación planteados por la enjuiciada y los medios de pruebas que aportaron los contendientes.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a ********** ********** ********* **********, la personalidad no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que la resolución impugnada se encuentra a nombre de la inconforme por lo que es innegable que cuenta con el derecho para controvertirlo.

En cuanto a la autoridad demandada; para acreditar la calidad del cargo y la personalidad con la que se ostentaron, en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada de su nombramiento, el cual obra agregado a fojas 42 de autos.

La documental de referencia adquiere valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Notificación 
	Notificación surtió efectos

	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	10 de julio de 2023
	08 de agosto de 2023
	09 de agosto de 2023
	10 de agosto al 22 de septiembre de 2023

	20 de septiembre de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Así, se advierte que la enjuiciada hace valer la causa de improcedencia a que alude el artículo 228, fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, aduciendo que resulta la prescripción de la acción así como de las pensiones no cobradas en atención a la fecha de desaparición del C********** ********** ********* **********y la fecha de presentación de la demanda, ello conforme a lo establecido en el artículo 83 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, el cual dispone que las pensiones caídas, las devoluciones de descuentos, los intereses y cualquier prestación a cargo de un fondo de pensiones, que no se cobren dentro de los tres años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, prescribirán en favor de dicho fondo, por lo que, si la desaparición ocurrió a partir del cinco de enero de dos mil diez, es al cinco de enero de dos mil trece cuando se tenía el plazo para solicitar la devolución.

Al respecto, debe precisarse que los argumentos de improcedencia alegados devienen inoperantes en la medida que los mismos se encuentran estrechamente vinculados con el análisis de las cuestiones de fondo de esta controversia, por lo que serán materia de análisis al resolver las pretensiones planteadas, estimándose así la inoperancia de dicha causal.

En otro orden, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 03 frente a la 06 frente del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. Los conceptos de impugnación son infundados e inoperantes.
Previo al análisis de los motivos de disenso, resulta oportuno precisar los antecedentes que se informan de las constancias que obran en el presente sumario.

a) Mediante escrito de cuatro de agosto de dos mil diez, la aquí accionante compareció ante la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, solicitando el otorgamiento de una pensión por orfandad, ante la desaparición de su esposo ********** ********** ********* **********, quien se desempeñaba como Custodio “A” del Centro Preventivo y de Readaptación Social No. 1.

b) Por oficio 1964 de veintidós de septiembre de dos mil diez, se notificó a la actora el acuerdo pronunciado por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado el diecinueve de agosto de dos mil diez, mediante el cual se informó que la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, no contempla los casos en los cuales se encuentre algún trabajador al servicio de Gobierno del Estado desaparecido, por lo que en ese caso, se deberá tramitar las diligencias de ausencia en términos del Código Civil vigente en relación con el Código Familiar.

c) Que mediante resolución de veintiséis de agosto de dos mil veintiuno, el Juzgado Especializado en Ordenes de Protección de Emergencia y Preventivas en Favor de las Mujeres y Procedimientos no Controvertidos reconoció la ausencia de ********** ********** ********* **********, por lo que entre otras cosas, se determinó que sus derechohabientes podrían continuar disfrutando de todos los derechos y beneficios aplicables al régimen de seguridad social que el desaparecido tuviere derivado de una relación de trabajo hasta antes de su desaparición.

d) Que mediante resolución de veinticuatro de octubre de dos mil veintidós, el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado, declaró como beneficiarios de los derechos que en vida llevara la persona desaparecida de nombre ********** ********** ********* **********, a la aquí actora.

e) Que mediante escrito de dieciocho de mayo de dos mil veintitrés y presentado el día veintitrés de ese mes y año, la demandante acudió ante la Dirección General de Pensiones del Estado, solicitando el otorgamiento de una pensión derivado de la desaparición de su concubino, así como el pago de seguro de vida o riesgo y el fondo de ahorro acumulado que su concubino aportó desde la fecha de su ingreso ocurrida el primero de octubre de dos mil hasta el día de su desaparición.
f) Que mediante oficio DPE/3191/2023 de veinticuatro de julio de dos mil veintitrés se notificó a la actora del acuerdo emitido el diez de julio de dos mil veintitrés por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, mediante el cual se determinó improcedente el otorgamiento de una pensión como la devolución de las aportaciones al fondo de pensiones.
Ahora bien, en el primero de los conceptos de impugnación se desprende que la accionante se duele de que la resolución impugnada carece de los requisitos constitucionales y legales de fundamentación y motivación, aunado a que, deja de considerar el hecho de que mediante escrito de cuatro de agosto de dos mil diez, solicitó a la Dirección de Pensiones el otorgamiento de la pensión a favor de sus hijas y otras prestaciones, derivado de la desaparición de su concubino ********** ********** ********* **********, a lo cual mediante oficio 1964 de veintidós de septiembre de dos mil veintidós le fue informado que debería de tramitar las diligencias de ausencia.

De igual modo, dice la accionante que la declaración de ausencia de ********** ********** ********* ********** fue determinada mediante resolución de veintiséis de agosto de dos mil veintiuno por el Juzgado Especializado en Órdenes de Protección de Emergencia y Preventivas en Favor de las Mujeres y Procedimientos no Controvertidos, por lo que es precisamente a partir de esa fecha que se está en posibilidades de acudir a solicitar el otorgamiento de la pensión y de las prestaciones reclamadas, pues en ese sentido, el plazo de tres años fenecería el veintiséis de agosto de dos mil veinticuatro.

Como se anticipó, resulta infundado el motivo de disenso reseñado.

Contrario a lo argumentado por la accionante, debe decirse que la resolución de diez de julio de dos mil veintitrés contenida en el oficio DPE/3191/2023 se encuentra fundada y motivada, en atención a que, del análisis integral del texto del acto reclamado,  se advierte que cumple con lo previsto en los artículos 14 y 16 párrafo primero de la Constitución General de la República pues se atiende a los elementos y forma establecidos en  los artículos 52, fracción IV, 60, 61, 83 y 90 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, circunstancias que se desprenden  del acto impugnado.

Para una mejor comprensión se transcriben los numerales aludidos, que dicen: 
“ARTICULO 52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala. El derecho al pago de la pensión comienza:

I. Para los trabajadores, desde el momento en que se retiren voluntariamente;

II. Para los trabajadores que hayan dejado de prestar sus servicios al Estado, desde el día siguiente al que se hubiere causado baja;

III. Para los inhabilitados, desde el día en que hubiere ocurrido la inhabilitación;

IV. Para los beneficiarios, desde el día siguiente al de la muerte de la persona que haya originado la pensión, y

V. Para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable. En este caso se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.

La Dirección de Pensiones deberá resolver la solicitud de pensión en un plazo no mayor de quince días, a partir de la fecha en que se hubiere integrado y entregado el expediente.”

“ARTICULO 60. Tienen derecho a la pensión por jubilación los trabajadores con treinta años o más de servicios, y las trabajadoras con veintiocho años o más de servicios, cualquiera que sea su edad, de la siguiente manera:

I. El monto de la pensión en ambos casos será del cien porciento del resultado que arroje el último salario en términos de la presente Ley, y

II. La pensión será móvil; entendiendo por movilidad el incremento a estas prestaciones en los mismos términos y montos en que se incrementen los salarios base de los trabajadores en activo, y los conceptos que se hayan cotizado a la Dirección de Pensiones.”

“ARTICULO 61. Se establecen las siguientes pensiones:

I. Pensión por jubilación: A la que tienen derecho los trabajadores con treinta años o más de servicios, y las trabajadoras con veintiocho años o más de servicios; en ambos casos, cualquiera que sea su edad con la cotización correspondiente;

II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada;

Por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno porciento del salario base;

III. Pensión por invalidez: Los trabajadores que sean declarados inválidos a causa del servicio o a consecuencia de él, sea cual fuere el tiempo que hubieren contribuido al fondo de pensiones, adquieren el derecho a la pensión por invalidez a menos que la incapacidad hubiere sido producida voluntariamente por el trabajador, y

Los trabajadores que sean declarados inválidos por causas ajenas a su cargo o empleo, si tienen por lo menos diez años de servicios y hubieren contribuido al fondo de pensiones durante el mismo período, y si la invalidez no es intencional ni consecuencia del abuso de bebidas alcohólicas, barbitúricos o estupefacientes, adquieren el derecho a la pensión por invalidez.”

“ARTICULO 69. Tienen derecho a pensión:

I. Los beneficiarios del trabajador que fallezca a causa o como consecuencia de un riesgo profesional;

II. Los beneficiarios del trabajador que habiendo prestado servicios por más de quince años y contribuido al fondo por el mismo período, falleciera por causas ajenas al servicio, aunque el deceso ocurriere sin que el trabajador hubiese cumplido cincuenta y cinco años de edad;

III. Los beneficiarios de los trabajadores que hubieren pasado a ser pensionista por jubilación, por edad avanzada o inhabilitación en servicio, y

IV. Los deudos de los trabajadores a que se refiere el artículo 52  fracción V de esta Ley, si fallecieren éstos antes de habérseles pensionado.”

“ARTICULO 83. Las pensiones caídas, la devolución de descuentos, los intereses y cualquier prestación a cargo de un fondo de pensiones, que no se cobren dentro de los tres años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, prescribirán a favor de dicho fondo, a excepción de las disposiciones establecidas en los reglamentos respectivos.

Se exceptúa de lo anterior lo dispuesto en la fracción V del artículo  52 de la presente Ley.”

“ARTICULO 90. El trabajador que sin tener derecho a pensión se separe definitivamente del servicio, tendrá derecho a la devolución de los descuentos hechos para la contribución de uno de los fondos. Esta devolución se hará dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la separación del trabajador, y sólo podrán afectarse los descuentos si el interesado tiene algún adeudo con la Dirección de Pensiones.

También podrán afectarse dichos descuentos cuando el interesado tenga responsabilidades con la administración pública estatal, o municipal en su caso.”

(lo resaltado es nuestro)

De lo dispuesto por los artículos transcritos, se desprende que, se establece de forma clara y precisa lo siguiente:

a) Que el derecho a la pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí y satisfacen los requisitos que la misma señala, así como se dispone que cuando comienza el derecho al pago de la pensión siendo  entre otras para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable, con la condicionante de que este caso se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.

b) Que tienen derecho a pensión los beneficiarios del trabajador que hubieren prestado servicios por más de quince años y contribuido al fondo por el mismo período.  

c) Que las modalidades que pueden presentarse respecto de la pensión son por jubilación, por edad avanzada y por invalidez. 

d) Que las pensiones citadas únicamente serán otorgadas a los deudos del trabajador empezando por el cónyuge supérstite. 

e) Que tratándose de las pensiones caídas, la devolución de descuentos, los intereses y cualquier prestación a cargo de un fondo de pensiones, que no se cobren dentro de los tres años siguientes a la fecha en que hubieren sido exigibles, estas  es decir, las relativas a  pensiones caídas, la devolución de descuentos, los intereses y cualquier prestación a cargo de un fondo de pensiones,  prescribirán a favor de dicho fondo, que se exceptúa de lo anterior lo dispuesto en la fracción V del artículo 52 de la presente Ley.

f) Que el trabajador que sin tener derecho a pensión se separe definitivamente del servicio tiene derecho que se le devuelvan los descuentos que se hicieron para contribuir a cada uno de los fondos, misma que se hará dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la separación del trabajador.
En ese tenor, resulta desacertada la consideración de la demandante, en la medida que la resolución adoptada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado se encuentra debidamente soportada en los numerales y motivos que establecen el que para que un derechohabiente tenga derecho a una pensión, debe acreditar que contribuyó por más de treinta años al fondo de pensiones, o que habiendo contribuido por más de quince años al fondo de pensiones se encuentra en posibilidad de pensionarse por edad avanzada e inclusive, con independencia de los años en que hubiere contribuido al fondo de pensiones, serán pensionados los trabajadores que sean declarados inválidos por causas del servicio.

Así, tenemos que en el caso particular, la aquí actora acudió a solicitar de la Dirección de Pensiones del Estado el otorgamiento de una pensión derivado de la causa de desaparición de su concubino, el señor ********** ********** ********* **********, de quien adujo se produjo la desaparición el veinticinco de diciembre de dos mil nueve, empero, como bien lo refirió la solicitante y así lo estableció la demandada, la solicitud de pensión resultaba improcedente, en la medida que ********** ********** ********* ********** cotizó al fondo de pensiones en el periodo del primero de octubre de dos mil al treinta y uno de diciembre de dos mil nueve, es decir, durante nueve años, dos meses y veinticinco días, por lo que en tal sentido, no se encontraba dentro de las hipótesis para el otorgamiento de una pensión, conforme a los requisitos enunciados en los artículos 60 y 61 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, de donde resulta fundada la determinación de la enjuiciada, al no actualizarse el supuesto de procedencia del otorgamiento de una pensión.
En igual orden de ideas, deviene infundada la consideración de la enjuiciante, en el sentido de que la negativa de devolución de aportaciones carece de fundamento y motivo, pues como se estableció en la resolución impugnada la devolución de las aportaciones al fondo de pensiones debe solicitarse dentro de los tres años siguientes al en que se actualice tal derecho, de donde si ********** ********** ********* **********, desapareció el veinticinco de diciembre de dos mil nueve, es a partir de esa data que comenzó el computo del plazo para que se gestionara la devolución de las aportaciones hechas al fondo de pensiones por parte del trabajador desaparecido, resultando que a la fecha de presentación de su solicitud, esto es, al veintitrés de mayo de dos mil veintitrés, había transcurrido en exceso el termino señalado en el numeral 83 en relación con el diverso artículo 90 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, por lo que es evidente lo infundado de la causa alegada por la demandante. 
Ahora, en el segundo de los conceptos de impugnación, la accionante señala que la Dirección de Pensiones de Gobierno del Estado se niegue a otorgar la pensión y demás prestaciones es un acto de autoridad que falta a los requisitos constitucionales de fundamentación y motivación, pues el que la autoridad responsable emita una respuesta a su petición de otorgar una pensión, fondo y el pago del seguro de vida de forma negativa, es una contravención a lo dispuesto en el artículo 16 Constitucional, dado que tiene derecho a que la autoridad tutele su garantía de seguridad social.

Así mismo, explica la inconforme que de acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, todo acto que se emita por autoridad deberá estar fundado y motivado, además de que dicha fundamentación y motivación deberá ser adecuada, entendiéndose por ello que se expresen las normas legales aplicables de manera exacta y puntual al acto o hecho sancionado, así como las razones particulares y específicas que adecuen la hipótesis prevista en el ordenamiento legal.

De igual modo, informa la accionante que de acuerdo con el artículo 1º Constitucional, todas las autoridades del país dentro del ámbito de sus competencias se encuentran obligadas a velar no solo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate.   

De lo anterior, se desprende que la parte actora refiere en esencia que el artículo 16 Constitucional contempla la garantía de legalidad y seguridad jurídica de donde se impone la obligación de que todo acto de autoridad debe cumplir con los mínimos de fundamentación y motivación, para lo cual realiza una transcripción de dicho dispositivo, sin embargo, tales manifestaciones resultan inoperantes en la medida que no hace argumento alguno tendiente a demostrar o señalar cual es el agravio o afectación que le produce el acto controvertido, pues en la especie solo hace manifestaciones deontológicas respecto de cómo se conciben los principios de legalidad y seguridad jurídica y que requisitos se desprenden del artículo 16 de la Constitución General del País, sin que indiquen en modo particular y por lo que hace a este argumento de impugnación, si el motivo de dolencia es concreto en cuanto a una ausencia total de fundamentación y motivación o si éstas son indebidas.

Así mismo, la accionante señala que el Código Procesal Administrativo para el Estado señala como causa de nulidad que los actos administrativos omitan cumplir con los requisitos formales exigidos por las leyes, destacándose inclusive la falta de fundamentación y motivación, así la enjuiciante reproduce el contenido del artículo 250 del citado Código Adjetivo Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; empero igualmente deviene inoperante dicha argumentación toda vez que las manifestaciones que esgrime son insuficientes para determinar la ilegalidad del acto impugnado, pues no concretan ningún razonamiento lógico jurídico, encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos establecidos en el oficio en el que se niega la solicitud de pensión, lo que hace inoperantes los conceptos de impugnación, pues lo planteado no resulta suficiente para resolver en cuanto a la ilegalidad del dicho acto, dado que los argumentos vertidos, no son la relación razonada que ha de establecerse entre los actos emitidos por la autoridad responsable y los derechos que se estimen violados, a efecto de mostrar jurídicamente la contravención de estos por dichos actos.

Lo anterior es así, porque los argumentos que hace la actora, son meras expresiones de carácter unilateral, pues solo desarrolla el contenido de las obligaciones que subyacen tanto del artículo 16 Constitucional como del diverso numeral 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado, empero nada dice como respecto si estas se incumplen y como e incumplen por la autoridad al momento de emitir el acto controvertido; por lo cual esas referencias expresadas a modo de concepto de impugnación no puede tenerse como causa de pedir dado que la misma no concreta la lesión o el daño que dice le generó el acto controvertido, pues no establecen como es el que el acto trastoca los derechos contenidos en el numeral 16 de la Constitución Federal y como es que se actualiza alguna de las causas de nulidad establecidas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por lo que al no estar precisada la causa de pedir en el agravio esgrimido, el mismo se torna inoperante ya que la actora debe sustentar los motivos de impugnación, precisando  porqué considera vulnerado tal  o cual precepto, pues si bien es cierto que en la expresión de sus agravios no se exige que deban plantearse a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pues basta con el que se exprese la causa de pedir, lo que de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues es obvio que a ellos corresponde exponer razonadamente por qué estiman ilegales los actos que reclaman.

Orientan el criterio anterior, las tesis de jurisprudencia y aisladas que enseguida se reproducen, dada su analogía con el tema tratado: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. AUN CUANDO PARA LA PROCEDENCIA DE SU ESTUDIO BASTA CON EXPRESAR LA CAUSA DE PEDIR, ELLO NO IMPLICA QUE LOS QUEJOSOS O RECURRENTES SE LIMITEN A REALIZAR MERAS AFIRMACIONES SIN FUNDAMENTO. El hecho de que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación haya establecido en su jurisprudencia que para que proceda el estudio de los conceptos de violación o de los agravios, basta con que en ellos se exprese la causa de pedir, obedece a la necesidad de precisar que aquéllos no necesariamente deben plantearse a manera de silogismo jurídico, o bien, bajo cierta redacción sacramental, pero ello de manera alguna implica que los quejosos o recurrentes se limiten a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues es obvio que a ellos corresponde (salvo en los supuestos legales de suplencia de la queja) exponer razonadamente el porqué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren. Lo anterior se corrobora con el criterio sustentado por este Alto Tribunal en el sentido de que resultan inoperantes aquellos argumentos que no atacan los fundamentos del acto o resolución que con ellos pretende combatirse.”

“CONCEPTOS O AGRAVIOS INOPERANTES. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR "RAZONAMIENTO" COMO COMPONENTE DE LA CAUSA DE PEDIR PARA QUE PROCEDA SU ESTUDIO. De acuerdo con la conceptualización que han desarrollado diversos juristas de la doctrina moderna respecto de los elementos de la causa petendi, se colige que ésta se compone de un hecho y un razonamiento con el que se explique la ilegalidad aducida. Lo que es acorde con la jurisprudencia 1a./J. 81/2002, de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que la causa de pedir no implica que los quejosos o recurrentes pueden limitarse a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, pues a ellos corresponde (salvo en los supuestos de suplencia de la deficiencia de la queja) exponer, razonadamente, por qué estiman inconstitucionales o ilegales los actos que reclaman o recurren; sin embargo, no ha quedado completamente definido qué debe entenderse por razonamiento. Así, conforme a lo que autores destacados han expuesto sobre este último, se establece que un razonamiento jurídico presupone algún problema o cuestión al cual, mediante las distintas formas interpretativas o argumentativas que proporciona la lógica formal, material o pragmática, se alcanza una respuesta a partir de inferencias obtenidas de las premisas o juicios dados (hechos y fundamento). Lo que, trasladado al campo judicial, en específico, a los motivos de inconformidad, un verdadero razonamiento (independientemente del modelo argumentativo que se utilice), se traduce a la mínima necesidad de explicar por qué o cómo el acto reclamado, o la resolución recurrida se aparta del derecho, a través de la confrontación de las situaciones fácticas concretas frente a la norma aplicable (de modo tal que evidencie la violación), y la propuesta de solución o conclusión sacada de la conexión entre aquellas premisas (hecho y fundamento). Por consiguiente, en los asuntos que se rigen por el principio de estricto derecho, una alegación que se limita a realizar afirmaciones sin sustento alguno o conclusiones no demostradas, no puede considerarse un verdadero razonamiento y, por ende, debe calificarse como inoperante; sin que sea dable entrar a su estudio so pretexto de la causa de pedir, ya que ésta se conforma de la expresión de un hecho concreto y un razonamiento, entendido por éste, cualquiera que sea el método argumentativo, la exposición en la que el quejoso o recurrente realice la comparación del hecho frente al fundamento correspondiente y su conclusión, deducida del enlace entre uno y otro, de modo que evidencie que el acto reclamado o la resolución que recurre resulta ilegal; pues de lo contrario, de analizar alguna aseveración que no satisfaga esas exigencias, se estaría resolviendo a partir de argumentos no esbozados, lo que se traduciría en una verdadera suplencia de la queja en asuntos en los que dicha figura está vedada.”

 “CONCEPTOS DE VIOLACION INATENDIBLES, SI NO RAZONAN CONTRA EL ACTO IMPUGNADO. En los casos en que no deba suplir la deficiencia de la queja, si no se formula ningún razonamiento lógico jurídico encaminado a combatir las consideraciones y fundamentos de la sentencia impugnada, y el quejoso sólo se concreta a decir que se violaron las leyes del procedimiento, que la responsable no valoró correctamente las pruebas, o que la sentencia carece de fundamentación y motivación, pero sin emitir ningún razonamiento, tales conceptos de violación son inatendibles, teniendo en consideración que los mismos deben ser la relación razonada que ha de establecerse entre los actos emitidos por la autoridad responsable, y los derechos fundamentales que se estimen violados, demostrando jurídicamente la contravención de éstos por dichos actos.”
 
Énfasis añadido 

En tales condiciones, por los razonamientos citados con antelación, debe determinarse que la demandante no logró destruir la presunción de legalidad con la que cuenta el acto administrativo impugnado, en la medida que sus agravios resultaron infundados e inoperantes, de donde no le asiste razón a la actora para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es legal y válido, al no haberse acreditado en autos su irregularidad, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.  

En atención a lo anterior, a juicio de la suscrita Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto reclamado consistente en el oficio DPE/3191/2023 de veinticuatro de julio de dos mil veintitrés, en el que se contiene el acuerdo emitido por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el este considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del oficio DPE/3191/2023 de veinticuatro de julio de dos mil veintitrés, en donde se contiene la resolución tomada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, el diez de julio de dos mil veintitrés, mediante la cual, se niegan diversas peticiones formuladas por la parte actora, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último Considerando de la presente sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Artículo 40  del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.  


� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
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